
 

 
 

FACULTAD DE DERECHO 

 

 

 

 

INFORME JURÍDICO DE EXPEDIENTE  

ADMINISTRATIVO N° 1246-2015/PS1 

 

 

 
PRESENTADO POR 

 
MISHELL STEFANIE RODRIGUEZ DEL AGUILA 

 

 

 

 

TRABAJO DE SUFICIENCIA PROFESIONAL 

PARA OPTAR EL TÍTULO PROFESIONAL DE ABOGADA 

 

 

 

LIMA - PERÚ 

2021 



 

 
 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

CC BY-NC-ND 

Reconocimiento – No comercial – Sin obra derivada 

El autor sólo permite que se pueda descargar esta obra y compartirla con otras personas, siempre que se 

reconozca su autoría, pero no se puede cambiar de ninguna manera ni se puede utilizar comercialmente. 

http://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/4.0/ 

http://creativecommons.org/licenses/by-nc-nd/4.0/


 
 

 
 

 

 

Trabajo de Suficiencia Profesional para optar el Título de Abogada 

Informe Jurídico sobre Expediente N ° 1246-2015/PS1 

 

Materia : PROTECCIÓN AL CONSUMIDOR 
 
 

Entidad : INDECOPI 
 
 

Denunciante : B.F.C. 
 
 

Denunciado : Empresa de Telefonía 
 
 

Bachiller : MISHELL STEFANIE RODRIGUEZ DEL AGUILA 
 
 

Código : 2014102778 

 
 
 

 
LIMA – PERÚ 

2021 

  



 

En el presente informe jurídico se analiza el procedimiento administrativo sancionador 

con base en la supuesta infracción a lo establecido en el artículo 19 del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, promovido por el señor B.F.C. contra una 

Empresa de Telefonía. El señor B.F.C. interpuso denuncia contra una Empresa de 

Telefonía ante el Indecopi por presuntas infracciones a la Ley N° 29571, indicando 

que el 29 de agosto de 2015 adquirió de la denunciada un equipo celular smartphone, 

para lo cual suscribió un contrato de compraventa con pagos en cuotas a dieciocho 

(18) meses, resultando que a pocos días de la referida compra, el celular smartphone 

presentaba desperfectos en su funcionamiento, motivo por el cual, en reiteradas 

oportunidades, llevó el celular al servicio técnico de la Empresa de Telefonía, y pese 

a que incluso solicitó la devolución del dinero pagado y la rescisión del contrato, la 

empresa denunciada insistió en entregarle el mismo celular defectuoso una y otra vez 

después de haberlo sometido a múltiples reparaciones; por su parte la denunciada en 

sus descargos, señala que en todo momento actuó cumpliendo rigurosamente la 

legislación vigente, así como las diferentes normas que regulaban el ámbito de la 

protección al consumidor. El Órgano Resolutivo de Procedimientos Sumarísimos con 

Resolución N° 373-2016/PS1, resolvió en primera instancia, archivar el procedimiento 

administrativo sancionador iniciado en contra de la Empresa de Telefonía, al haberse 

acreditado que la proveedora denunciada brindó al denunciante el cambio de equipo 

de celular conforme a la garantía ofrecida por el fabricante, por su parte la Comisión 

de Protección al Consumidor N° 2, Sede Central por Resolución N° 1375-2016/CC2, 

revocó la Resolución N° 373-2016/PS1 del 18 de mayo de 2016, en el extremo que 

archivó la denuncia interpuesta por el señor B.F.C. en contra de la Empresa de 

Telefonía; y, en consecuencia, declaró fundada la misma por infracción del artículo 

19 del Código de Protección y Defensa del Consumidor e imponiéndole una multa de 

una (1) UIT. Mediante recurso de revisión, la Sala Especializada en Protección al 

Consumidor por Resolución N° 4542-2016/SPC-INDECOPI, declaró la nulidad parcial 

de la Resolución N° 1375-2016/CC2 del 23 de agosto de 2016, en el extremo que 

sancionó a la Empresa de Telefonía con una multa de una (1) UIT, y se dispuso que 

la Comisión emitiera un nuevo pronunciamiento, finalmente, mediante Resolución N° 

599-2017/CC2 del 10 de abril de 2017, la Comisión sancionó a la Empresa de 

Telefonía con una amonestación por la infracción al artículo 19° del Código de 

Protección y Defensa al Consumidor, en tanto la proveedora denunciada no cumplió 

con aplicar la garantía del equipo celular adquirido por el interesado en los términos 

ofrecidos. A lo largo del presente informe, se analizará el deber de la Autoridad 

Administrativa y su obligación de imputar y pronunciarse, respectivamente, sobre 

todos los hechos cuestionados por el denunciante a efectos de no vulnerar el debido 

procedimiento; asimismo, para determinar la sanción impuesta, debe existir 

congruencia con la conducta infractora verificada y debidamente fundamentada, para 

lo cual la Autoridad Administrativa debe valorar todos los planteamientos y/o alegatos 

formulados por las partes del procedimiento.
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I. RELACIÓN DE LOS HECHOS PRINCIPALES EXPUESTOS POR LAS 

PARTES INTERVINIENTES EN EL PROCEDIMIENTO. 

 

DENUNCIA 

El 4 de noviembre de 2015, el señor B.F.C. (en adelante, denunciante), interpuso una 

denuncia contra una Empresa de Telefonía (en adelante, denunciada) ante el Instituto 

Nacional de Defensa de la Competencia y de Protección de la Propiedad Intelectual (en 

adelante, INDECOPI), por presuntas infracciones a la Ley N° 29571, Código de 

Protección y Defensa del Consumidor (en adelante, el Código), por los siguientes 

fundamentos: 

 

Fundamentos de hecho: 

- El 29 de agosto de 2015, el señor B.F.C. adquirió de la Empresa de Telefonía un 

equipo celular smartphone, para lo cual suscribió un contrato de compraventa con 

pagos en cuotas a dieciocho (18) meses. 

- A pocos días de la referida compra, el señor B.F.C. advirtió que el celular 

smartphone materia de denuncia presentaba desperfectos en su funcionamiento, 

motivo por el cual, en reiteradas oportunidades, llevó el celular al servicio técnico 

de la denunciada, ubicado en el distrito de Santiago de Surco. 

- Habiendo dejado su celular el 16 de octubre de 2015 en el servicio técnico de la 

denunciada, un colaborador de la propia Empresa de Telefonía corroboró los 

desperfectos advertidos en el celular, razón por la cual le entregaron un nuevo 

equipo celular del mismo modelo el 21 de octubre de 2015. 

- Pese a ello, el señor B.F.C. tuvo que llevar su celular nuevamente al referido 

servicio técnico en dos oportunidades más, por lo que a través de una llamada 

telefónica al número 104 interpuso un reporte de insatisfacción; así como dejó 

constancia a través de un documento su disconformidad y solicitud de cambio de 

celular por otro modelo al adquirido. 

- El servicio técnico de la denunciada insistía en brindarle el mismo equipo de celular 

a pesar de los desperfectos advertidos en varias semanas y ocasiones, motivo por el 

cual el celular controvertido aún permanecía en las oficinas de la Empresa de 

Telefonía, pues el señor B.F.C. ya no deseaba continuar con el mismo equipo de 

celular. 
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- En la medida que la colaboradora de la empresa denunciada, a través de una llamada 

telefónica le indicó que podía cambiar el modelo de celular al acudir a sus oficinas, 

el 3 de noviembre de 2015 el señor B.F.C. se apersonó a ellas; no obstante, le 

denegaron su pedido, manifestándole además que, de querer un cambio de equipo 

de celular, debía efectuar el pago de la penalidad del contrato de compraventa 

suscrito. 

- Dicha situación era injusta en tanto él no era responsable del mal funcionamiento 

del equipo de celular de la referida marca, siendo que incluso que por estos 

inconvenientes no podía utilizar todos los beneficios de su plan post pago, ni mucho 

menos hacer uso de los beneficios de un Smartphone. 

- El señor B.F.C. se encontraba evidentemente insatisfecho con el producto que 

adquirió en el establecimiento de la empresa denunciada, pues únicamente había 

perdido tiempo y dinero llevando una y otra vez su celular al servicio técnico. 

- Solicitó que se ordene a la denunciada como medida correctiva la entrega de un 

equipo celular de una marca distinta a la adquirida, el cual no debía ser inferior a 

las características técnicas de la adquirida; o, de lo contrario, se ordene la 

devolución de la suma abonada por la celular materia de controversia, previa 

anulación del contrato sin pago de alguna penalidad. Asimismo, solicitó que la 

proveedora denunciada cumpliera con efectuarle el pago de las costas y los costos 

del procedimiento, debiendo imponérsele a dicha empresa la sanción que 

corresponda. 

 

Fundamento de derecho: 

- Ley N° 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

 

Medios probatorios: 

- Copia de la Factura Electrónica F010–00000290 del 29 de agosto de 2015, emitido 

por Saga Falabella S.A. 

- Copia de las Órdenes de Servicio Técnico emitidas por la Empresa de Telefonía. 

- Copia de la Carta Simple del 29 de octubre de 2015, remitida por el señor B.F.C. a 

la Empresa de Telefonía.  

- Copia del Contrato de los Servicios de Telecomunicaciones del 29 de agosto de 

2015, suscrito por la denunciada y el denunciante. 
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REQUERIMIENTO 

De conformidad con lo establecido en la normativa referente a los procedimientos 

sumarísimos en materia de protección al consumidor, el Órgano Resolutivo de 

Procedimientos Sumarísimos de Protección al Consumidor N° 1 (en adelante, ORPS) 

mediante Carta N° 4102-2015/SP1-INDECOPI, de fecha 25 de noviembre de 2015, 

solicitó a la denunciada que, en un plazo máximo de siete (7) días hábiles, cumpliera con: 

(i) acreditar mediante documento de fecha cierta la existencia de un acuerdo conciliatorio 

con la parte denunciante a efectos de no iniciar un procedimiento administrativo 

sancionador en su contra; o, (ii) de ser el caso que este procedimiento se iniciara, presentar 

un documento que acredite la comunicación al denunciante de una propuesta conciliatoria 

a efectos de considerarla, en su oportunidad, en la graduación de la sanción administrativa 

que corresponda. 

 

Dicho requerimiento fue absuelto por la denunciada, en parte, mediante escrito del 9 de 

diciembre de 2015. 

 

RESOLUCIÓN ADMISORIA 

Con Resolución N° 1 del 23 de febrero de 2016, el ORPS inició un procedimiento 

administrativo sancionador en contra de la Empresa de Telefonía, toda vez que habría 

ofrecido al denunciante un equipo celular de la misma marca y modelo, pese a que el 

primer y segundo equipo celular que le otorgaron presentaban fallas en su 

funcionamiento, calificándola como una presunta infracción del artículo 19 del Código 

de Protección y Defensa del Consumidor. 

 

Para lo cual, otorgó a la denunciada un plazo de siete (7) días hábiles, contados desde el 

día siguiente de notificada la referida resolución para que presente sus descargos. 

 

DESCARGOS 

Mediante escrito del 9 de marzo de 2016, la Empresa de Telefonía se apersonó al 

procedimiento, solicitando que se declare infundada la denuncia formulada por el señor 

B.F.C., bajo los siguientes fundamentos: 
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Fundamentos de hecho: 

- Había actuado en todo momento cumpliendo rigurosamente la legislación vigente, 

así como las diferentes normas que regulaban el ámbito de la protección al 

consumidor. 

- Contaba con un procedimiento establecido por el fabricante del producto para la 

revisión y reparación de equipos terminales comercializados, el cual contaba con 

un ambiente y unos profesionales especializados que validaban o no la respectiva 

garantía de fábrica otorgada al momento de la adquisición; esto es, el diagnostico 

final objetivo y veraz. 

- El denunciante adquirió un equipo celular, el cual le había sido entregado en 

perfectas condiciones en cuanto a calidad, siendo este usado por el consumidor sin 

mayor problema alguno. 

- Ante el reporte de fallas presentadas por el denunciante, el servicio técnico de la 

Compañía fabricante del celular, en virtud de la garantía ofrecida en su manual de 

venta, consideró efectuar el cambio del equipo por otro del mismo modelo en dos 

oportunidades, tal como se podía apreciar en las Órdenes de Servicio N° 2015-

15110 y N° 2015-161546, respectivamente. 

- Dichas órdenes de servicios fueron elaboradas por los técnicos especializados, 

motivo por el cual se podía advertir que habría cumplido en todo momento con la 

garantía ofrecida por el fabricante del equipo; no obstante, a esa fecha, el 

denunciante no había procedido a recoger su equipo celular. 

- En ningún momento habían informado al denunciante que el equipo celular que 

adquirió nunca presentaría fallas, por el contrario, se le informó que, de ser el caso 

el referido equipo presentaría fallas y tenía una garantía expresa para reparar el 

producto adquirido. 

- El denunciante no había acreditado que el último equipo celular que se le entregó 

presentaba efectivamente fallas en su funcionamiento, pudiendo dicha parte haber 

presentado informes, documentos, pericias, testimonios, inspecciones, entre otras 

actuaciones. 

- Solicitaba que la Autoridad Administrativa incluyera al presente procedimiento al 

fabricante del equipo celular materia de denuncia. 

 

Fundamento de derecho: 
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- Ley N° 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

 

Medios probatorios: 

- Copia del Informe Técnico N° 2015-161546. 

- Copia de las condiciones de la garantía otorgada por el fabricante del equipo celular. 

 

AMPLIACIÓN DE DENUNCIA 

El 17 de marzo de 2016, el denunciante presentó un escrito, aduciendo que se vio en la 

necesidad de comprar otro equipo de celular por la suma de S/ 599,00, dado que el 

procedimiento iba a tomar un tiempo prudencial, motivo por el cual solicitaba que este 

gasto sea considerado por la Autoridad Administrativo dentro del pago de las costas y los 

costos que iba a corresponderle. 

 

RESOLUCIÓN DENEGATORIA DE LA AMPLIACIÓN DE DENUNCIA 

Mediante Resolución N° 3 del 21 de marzo de 2016, el ORPS , entre otros puntos,  denegó 

la solicitud de ampliación de la denunciada formulada por el señor B.F.C. el 17 de marzo 

de 2016, toda vez que: (i) de conformidad con el artículo 428° del Código Procesal Civil, 

se podía ampliar la demanda antes de que esta fuera notificada a la contraparte; y, (ii) la 

Resolución N° 1 del 23 de febrero de 2016, con la cual se corrió traslado de la denuncia, 

fue debidamente notificada a la Empresa de Telefonía el 25 de febrero de 2016. 

 

RESOLUCIÓN DE PRIMERA INSTANCIA  

Con Resolución N° 373-2016/PS1 del 18 de mayo de 2016, el ORPS emitió el siguiente 

pronunciamiento: 

 

- Denegó el pedido formulado por la denunciada, consistente en la inclusión de oficio 

de del fabricante del equipo celular en el presente procedimiento sancionador 

iniciado en su contra. 

- Archivar el procedimiento administrativo sancionador iniciado en contra de la 

Empresa de Telefonía, por presunta infracción del artículo 19° del Código de 

Protección y Defensa del Consumidor, al haberse acreditado que la proveedora 

denunciada brindó al denunciante el cambio de equipo de celular conforme a la 

garantía ofrecida por el fabricante. 
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RECURSO DE APELACIÓN 

El 31 de mayo de 2016, dentro del plazo establecido en el acto administrativo, el señor 

B.F.C. interpuso su recurso de apelación contra la resolución de primera instancia a 

efectos que se revoque la misma; en consecuencia, se sancione a la Empresa de Telefonía 

por la conducta infractora denunciada, bajo los siguientes fundamentos: 

 

Fundamentos de hecho: 

- No se encontraba conforme con el análisis vertido por la primera instancia, en la 

medida que no era razonable que soportara los desperfectos del equipo celular que 

adquirió, pues ello le implicaba trasladarlo una y otra vez al servicio técnico de la 

denunciada; por el contrario, resultaba más razonable que pidiera la reposición de 

un equipo celular idóneo o la devolución de la suma pagada por el referido 

producto. 

- Pese a ello, la denunciada únicamente cambiaba una y otra vez el equipo celular 

controvertido; no obstante, este continuaba presentando desperfectos y/o fallas 

técnicas. 

- El 25 de mayo de 2016, acudió a las instalaciones de la denunciada a efectos de 

recoger el equipo celular materia de controversia; sin embargo, habiendo 

transcurrido un par de días, este continuó presentando varias fallas, motivo por el 

cual ameritaba que lo llevara por quinta vez al servicio técnico. 

- Había presentado con anterioridad el documento que demostraba que la denunciada 

si había accedido a la devolución de otro celular, en tanto este presentaba fallas de 

funcionamiento; por tanto, ello ameritaba que pudiese pedir la devolución de dinero 

pues no se encontraba conforme con el producto adquirido. 

 

Fundamentos de derecho: 

- Ley N° 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

- Texto Único Ordenado de la Ley N° 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 

General. 

 

Medio probatorio: 

- Copia de la Orden de Servicio Técnico N° 2015-161546.. 
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Mediante Resolución N° 5 del 7 de junio de 2016, el ORPS concedió el recurso de 

apelación formulado por el señor B.F.C. y remitió el expediente al órgano resolutivo 

superior jerárquico. 

 

ABSOLUCIÓN DEL RECURSO DE APELACIÓN 

El 22 de julio de 2016, la denunciada presentó un escrito, a través del cual reiteraba su 

posición y solicitaba que se confirme la Resolución de primera instancia; no obstante, en 

aras de brindarle una solución satisfactoria al denunciante le ofrecían como propuesta 

conciliatoria la anulación de la venta del equipo de celular materia de denuncia. 

 

RESOLUCIÓN DE SEGUNDA INSTANCIA 

Con Resolución N° 1375-2016/CC2 del 23 de agosto de 2016, la Comisión de Protección 

al Consumidor N° 2 – Sede Central (en adelante, la Comisión) emitió el siguiente 

pronunciamiento: 

 

- Revocó la Resolución N° 373-2016/PS1 del 18 de mayo de 2016, en el extremo que 

archivó la denuncia interpuesta por el señor B.F.C. en contra de la Empresa de 

Telefonía; y, en consecuencia, declaró fundada la misma, por infracción del artículo 

19 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, en tanto de los medios 

probatorios obrantes en el expediente quedaba acreditado que la proveedora 

denunciada no cumplió con aplicar la garantía del equipo celular adquirido por el 

denunciante en los términos ofrecidos, pues al verificar las fallas en el segundo 

equipo celular entregado, únicamente dispuso su cambio por otro del mismo 

modelo y marca. 

- Sancionó a la denunciada con una multa de una (1) UIT por infracción del artículo 

19 del Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

- Ordenó a la denunciada, en calidad de medida correctiva, que, en un plazo no mayor 

a cinco (5) días hábiles de la notificación de la referida resolución, cumpla de 

manera alternativa con: (a) devolver al señor B.F.C. la suma de S/ 639,00, 

correspondiente al monto que pagó por la adquisición del equipo celular materia de 

denuncia, en caso este no se encontrara en posesión de ningún equipo celular 

entregado en aplicación de la garantía materia del presente procedimiento; o, (b) 

devolver al denunciante la suma de S/ 639,00, correspondiente al monto que pagó 

por la adquisición del equipo celular materia de denuncia, contra entrega del equipo 
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celular entregado el 26 de mayo de 2016 o de cualquier otro equipo celular 

entregado por la denunciada en aplicación de la garantía del presente 

procedimiento, en caso este se encontrara en posesión de dichos productos. 

- Condenó a la denunciada al pago de las costas y los costos del procedimiento 

administrativo en favor del denunciante. 

- Dispuso la inscripción de la  denunciada en el Registro de Infracciones y Sanciones 

del Indecopi, por la conducta verificada. 

 

RECURSO DE REVISIÓN 

El 8 de septiembre de 2016, dentro del plazo establecido en el acto administrativo, la 

denunciada interpuso su recurso de revisión contra la resolución de la segunda instancia, 

bajo los siguientes fundamentos: 

 

Fundamentos de derecho: 

- La Comisión habría inaplicado el artículo 112 del Código de Protección y Defensa 

al Consumidor; es decir, incurrió en un error de derecho al no considerar como un 

factor atenuante el ofrecimiento que se efectuó al denunciante sobre una propuesta 

conciliatoria mediante escrito del 21 de julio de 2016. 

-  Además, se habría vulnerado el Debido Procedimiento, dado que, el escrito 

anteriormente mencionado no fue considerado al momento de efectuar el análisis 

correspondiente a la graduación de la sanción. 

 

Mediante Resolución N° 2 del 14 de septiembre de 2016, la Comisión denegó el recurso 

de revisión formulado por la Empresa de Telefonía, en la medida que esta había sido 

presentada de manera extemporánea.  

 

No obstante, debido a un error involuntario incurrido por dicha instancia administrativa, 

a través de la Resolución N° 3 del 23 de septiembre de 2016, la Comisión dejó sin efecto 

la Resolución N° 2 del 14 de septiembre de 2016; y, en consecuencia, concedió el recurso 

de revisión interpuesto por la denunciada. 

RESOLUCIÓN DE TERCERA INSTANCIA 

Con Resolución N° 4542-2016/SPC-INDECOPI del 29 de noviembre de 2016, la Sala 

Especializada en Protección al Consumidor (en adelante, la Sala) declaró fundado el 

recurso de revisión formulado por la Empresa de Telefonía, por inaplicación del artículo 
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IV literal 1.2 de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo General, al haberse 

vulnerado el principio del Debido Procedimiento, en tanto el órgano de segunda instancia 

no tuvo en consideración la propuesta conciliatoria realizada por la Empresa de Telefonía 

al graduar la sanción impuesta. 

 

En consecuencia, se declaró la nulidad parcial de la Resolución N° 1375-2016/CC2 del 

23 de agosto de 2016, en el extremo que sancionó a la Empresa de Telefonía con una 

multa de una (1) UIT, y se dispuso que la Comisión emitiera un nuevo pronunciamiento. 

 

RESOLUCIÓN FINAL DE LA COMISIÓN 

Mediante Resolución N° 599-2017/CC2 del 10 de abril de 2017, la Comisión sancionó a 

la denunciada con una amonestación por la infracción al artículo 19° del Código de 

Protección y Defensa al Consumidor, en tanto la proveedora no cumplió con aplicar la 

garantía del equipo celular adquirido por el interesado en los términos ofrecidos. 

 

II. IDENTIFICACIÓN Y ANÁLISIS DE LOS PRINCIPALES PROBLEMAS 

JURÍDICOS DEL EXPEDIENTE. 

 

Las principales cuestiones que se pueden advertir en el expediente materia de análisis son 

las detalladas a continuación: 

 

1. La legitimidad para obrar pasiva del fabricante del equipo celular, en virtud 

al pedido formulado por la denunciada. 

 

IDENTIFICACIÓN 

Mediante escrito del 9 de marzo de 2016, la denunciada solicitó a la primera 

instancia administrativa la inclusión de oficio del fabricante del equipo celular al 

procedimiento administrativo iniciado en su contra. 

 

En base a ello, con Resolución N° 373-2016/PS1 del 18 de mayo de 2016, el ORPS 

denegó el pedido formulado por la denunciada, dada la falta de legitimidad para 

obrar pasiva del fabricante del equipo celular, pues no se advertía una relación de 

consumo directa o indirecta existente entre el fabricante del celular y el 

denunciante. 
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Así, la controversia gira en torno a establecer si dicha actuación fue adecuada al 

caso en concreto materia del procedimiento. 

 

ANÁLISIS 

El artículo 86 inciso 3 del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento 

Administrativo General establece que uno de los deberes de la Autoridad 

Administrativa es: “encauzar de oficio el procedimiento, cuando advierta cualquier 

error u omisión de los administrados, sin perjuicio de la actuación que les 

corresponda a ellos”. 

 

Sobre ello, Morón (2019) señala que: 

 

A las autoridades administrativas les corresponde impulsar, dirigir y ordenar 

cualquier procedimiento administrativo sometido a su competencia hasta 

esclarecer las cuestiones involucradas, aun cuando se trate de procedimientos 

iniciados por el administrado. Este deber de oficialidad no excluye la 

posibilidad de colaboración o gestión de que goza el administrado para 

impulsar el trámite. (p. 560) 

 

De otro lado, el artículo 108 del Código de Protección y Defensa del Consumidor 

dispone como una de las causales de improcedencia de una denuncia la falta de 

legitimidad para obrar. Asimismo, el artículo 427 del Código Procesal Civil, norma 

aplicable de manera supletoria al procedimiento administrativo, señala las causales 

de improcedencia de una demanda, siendo una de ellas, en efecto, la legitimidad 

para obrar. 

 

Aunado a ello, el Indecopi ha determinado en reiterada jurisprudencia que, los 

presupuestos procesales constituyen elementos indispensables, los cuales permiten 

a la Autoridad Administrativa dictar un pronunciamiento válido sobre el fondo de 

la controversia. Así, como señala la doctrina, los presupuestos procesales son: la 

competencia del juez, la capacidad de las partes, las formas esenciales del 

procedimiento, el interés para obrar y la legitimidad para obrar. 
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Dicho esto, resulta necesario precisar que la legitimidad para obrar es una condición 

de la acción, perteneciente a los sujetos de la relación jurídica, pues solo cuando 

estas tengan la condición como partes del proceso, la pretensión podrá ser 

examinada en cuanto al fondo. Ahora, la diferencia entre legitimidad para obrar 

activa y pasiva radica en lo siguiente: 

 

La primera, le corresponde al denunciante, es decir, quien se encuentre en 

calidad de actor. En cuanto a la legitimidad para obrar pasiva, esta le 

corresponde al denunciado, adversario o contradictor. El concepto de 

legitimidad está ligado al de capacidad procesal, siendo ésta la aptitud del 

sujeto de derecho de actuar como parte en un proceso ejerciendo los derechos 

por sí mismo. (Morales, 2005, p. 155) 

 

En virtud de las consideraciones expuestas, un administrado carecerá de legitimidad 

para obrar pasiva, cuando no sea la persona contra la cual deban dirigirse las 

pretensiones denunciadas. 

 

De otro lado, el artículo III del Título Preliminar del Código de Protección y 

Defensa al Consumidor dispone que su ámbito de aplicación alcanza al consumidor 

que se encuentre directa o indirectamente expuesto o comprendido dentro de una 

relación de consumo o en una etapa preliminar a esta. Asimismo, el inciso 5 del 

artículo IV del Título Preliminar del mencionado cuerpo normativo, establece que 

la relación de consumo es aquella por la cual un consumidor adquiere un producto 

o contrata un servicio con un proveedor a cambio de una contraprestación 

económica. 

 

En resumen, el sistema de protección al consumidor se encuentra dirigido a otorgar 

tutela administrativa en los supuestos en que exista una relación de consumo en 

concreto o bien en las etapas precontractuales y/o en los servicios de postventa que 

se pudieran generar como consecuencia de la interacción entre los agentes de 

mercado. 

 

2. La insuficiente imputación efectuada por el ORPS sobre los hechos 

denunciados por el señor B.F.C. 
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IDENTIFICACIÓN 

De la lectura de la denuncia formulada por el señor B.F.C. el 4 de noviembre de 

2015, se puede apreciar que el referido consumidor cuestionó lo siguiente: (i) la 

puesta a disposición por parte de la denunciada de un equipo celular no idóneo; y, 

(ii) la negativa injustificada de la denunciada referente al pedido que realizó en la 

carta del 29 de octubre de 2015; no obstante, mediante Resolución N° 1 del  23 de 

febrero de 2016, el ORPS imputó como único hecho denunciado que la Empresa de 

Telefonía habría ofrecido al denunciante un equipo celular de la misma marca y 

modelo, pese a que el primer y segundo equipo celular que le otorgaron presentaban 

fallas en su funcionamiento, calificándola como una presunta infracción del artículo 

19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

 

Así, la controversia giró solo en torno a establecer si dicha actuación fue adecuada 

al caso en concreto materia del procedimiento. 

 

ANÁLISIS 

El artículo 139 de la Constitución Política del Perú establece, entre otros puntos, 

que el Principio del Debido Proceso es una garantía de la función jurisdiccional, 

precisando su observancia en todas las instancias del proceso. Del mismo modo, el 

Artículo I del Título Preliminar del Código Procesal Civil (norma de aplicación 

supletoria), también reconoce el derecho a ese debido proceso. 

 

Así, el Principio al Debido Procedimiento refiere que la autoridad administrativa 

tiene la obligación de motivar las resoluciones y actos administrativos emitidos, 

exponiendo las razones jurídicas y normativas que justifican la decisión adoptada y 

pronunciándose sobre los pedidos y alegatos expuestos por las partes a lo largo del 

procedimiento. 

 

Sobre el particular, Rojas (2011) ha señalado que: 

 

El debido proceso no solo va más allá de una garantía formal del desarrollo 

del procedimiento; sino que, de acuerdo con la sentencia apuntada 

anteriormente, requiere de un control material que verifique el contenido de 
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una decisión que se apegue a los valores y principios sobre los que se 

estructura el ordenamiento jurídico. (p. 184) 

 

El numeral 5.4 del artículo 5 de la Ley 27444, Ley del Procedimiento 

Administrativo General dispone que el contenido de un acto administrativo debe 

comprender todas las cuestiones de hecho y derecho planteadas por los 

administrados en el procedimiento. En ese sentido, la resolución debe ser 

congruente con las peticiones formuladas por el administrado.  

 

De otro lado, el Principio de Congruencia se sustenta en el deber de la 

Administración de emitir un pronunciamiento respecto de todos los planteamientos 

formulados por los administrados, sea para acogerlos o desestimarlos, de modo tal 

que mediante la resolución que decida sobre dicha pretensión la Administración 

emita íntegramente opinión sobre la petición concreta de los administrados. 

 

Asimismo, mediante la Resolución N° 0305-2017/SPC-INDECOPI del 23 de enero 

de 2017, la Sala Especializada en Protección al Consumidor (en adelante, la Sala) 

ha señalado que el juzgador tiene la obligación de fallar según lo alegado y probado 

por las partes, por lo que debe pronunciarse únicamente sobre las pretensiones y 

defensas propuestas y probadas por las mismas y no puede resolver más allá de lo 

demandado, ni sobre punto o pretensión no planteada, y tampoco omitir lo 

expresamente pretendido. 

 

No obstante, la ORPS imputó un único hecho denunciado, cuando debió 

pronunciarse sobre dos imputaciones, tal como fue planteado por el señor B.F.C. en 

su denuncia.  

 

3. El análisis efectuado por la Comisión sobre la sanción impuesta a la Empresa 

de Telefonía por la infracción verificada. 

 

IDENTIFICACIÓN 

Mediante la Resolución N° 1375-2016/CC2 del 23 de agosto de 2016, la Comisión 

revocó la Resolución N° 373-2016/PS1 y sancionó a la denunciada con una multa 

de 1 UIT por infracción del artículo 19° del Código de Protección y Defensa del 
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Consumidor. Si bien la segunda instancia basó su decisión atendiendo a los criterios 

de graduación consistentes en: (a) el daño resultante de la infracción; (b) los efectos 

en el mercado; y, (c) la probabilidad de detección de la infracción, los cuales se 

encontraban debidamente sustentados; lo cierto es que, al momento de efectuar 

dicho análisis, no tomó en consideración el escrito presentado por la denunciada el 

22 de julio de 2016, a través del cual la proveedora denunciada ofreció al 

denunciante una propuesta conciliatoria, siendo ello considerado como una 

circunstancia atenuante. 

 

En ese contexto, la controversia gira en torno a si dicha actuación es adecuada o no 

en el trámite del presente procedimiento administrativo. 

 

ANÁLISIS 

El Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento Administrativo General, 

establece lo siguiente sobre la motivación como requisito de validez en los actos 

administrativos: 

 

Artículo 3.-Requisitos de validez de los actos administrativos 

Son requisitos de validez de los actos administrativos: 

(…) 

4. Motivación. - El acto administrativo debe estar debidamente motivado en 

proporción al contenido y conforme al ordenamiento jurídico. 

5. Procedimiento regular. - Antes de su emisión, el acto debe ser conformado 

mediante el cumplimiento del procedimiento administrativo previsto para su 

generación. 

 

Por su parte, el artículo 112 del Código de Protección y Defensa del Consumidor 

dispone como criterios de graduación, entre otros, los siguientes: 

 

- El beneficio ilícito esperado u obtenido por la realización de la infracción. 

- La probabilidad de detección de la infracción. 

- El daño resultante de la infracción. 

- Los efectos que la conducta infractora pueda haber generado en el mercado. 
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- La naturaleza del perjuicio causado o grado de afectación a la vida, salud, 

integridad o patrimonio de los consumidores. 

 

Adicionalmente, en dicho cuerpo normativo el legislador desarrolló también las 

circunstancias agravantes y atenuantes especiales, las cuales son aplicadas 

dependiendo de las peculiaridades del caso materia de análisis por la Autoridad 

Administrativa. Entre los factores atenuantes tenemos, entre otros supuestos, los 

siguientes: 

 

1.  La subsanación voluntaria por parte del proveedor del acto u omisión 

imputado como presunta infracción administrativa, con anterioridad a la 

notificación de la imputación de cargos. 

2.  La presentación por el proveedor de una propuesta conciliatoria que coincida 

con la medida correctiva ordenada por el Indecopi. 

 

Ahora bien, cabe precisar que el Indecopi no se encuentra obligado a tomar en 

consideración la totalidad de los criterios indicados en la referida norma sino los 

que considere pertinentes a las particularidades del caso; ello, puesto que, de la 

lectura del artículo 112 del Código de Protección y Defensa del Consumidor, se 

advierte que al graduar la sanción “el Indecopi puede tener en consideración” los 

criterios indicados en dicha norma.  

 

De otro lado, sobre la función de la Administración Pública al momento de 

sancionar, Gómez, Isla y Mejía (2010) mencionan lo siguiente: 

 

La ventaja de utilizar una determinada metodología no sólo es generar 

predictibilidad respecto de la actuación de la Autoridad Administrativa, sino 

que la obliga a fundamentar con mayor rigor y detalle el tipo y monto de la 

sanción a imponer, evitándose decisiones absolutamente discrecionales. 

(Gómez, Isla y Mejía, 2010, p. 141) 

 

4. La supuesta improcedencia del recurso de revisión formulado por la Empresa 

de Telefonía el 8 de septiembre de 2016. 
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IDENTIFICACIÓN 

Mediante Resolución N° 2 del 14 de septiembre de 2016, la Comisión denegó el 

recurso de revisión formulado por la denunciada, en la medida que, aun cuando 

dicha administrada contaba con un plazo de cinco (5) días hábiles, contados desde 

el día siguiente de notificada la Resolución N° 1375-2016/CC2 para la interposición 

del mencionado recurso, este habría sido presentado de manera extemporánea (a 

saber, el 9 de septiembre de 2016); no obstante, la denunciada presentó su escrito 

el 8 de septiembre de 2016 a través de la plataforma del Indecopi (mesa de partes 

virtual), lo cual no había sido advertido oportunamente por la Autoridad 

Administrativa.  

 

Así la controversia gira en torno a si dicha actuación es adecuada o no en el trámite 

del presente procedimiento administrativo. 

 

ANÁLISIS 

El artículo 132 del Texto Único Ordenado de la Ley del Procedimiento 

Administrativo General permite a los administrados presentar documentos dirigidos 

a la administración a través de medios telemáticos, tales como el correo electrónico 

o el facsímil; no obstante, esa posibilidad es habilitada a los administrados, en caso 

la entidad administrativa cuente con un sistema de datos a distancia. 

 

En esa línea, en el caso específico del Indecopi, la Directiva 006-2015/TRI-

INDECOPI, “Directiva que establece reglas aplicables para la recepción de 

documentos por medios de transmisión a distancia dirigidos a los órganos 

resolutivos del INDECOPI” (en adelante, la Directiva), bajo los alcances del 

principio de Informalismo Procedimental, ha implementado el sistema de 

transmisión de datos a distancia con el que cuenta la institución. En tal sentido, el 

artículo 3 de dicha Directiva ha establecido que para la presentación de documentos 

vía correo electrónico se utilizará el portal web http://www.indecopi.gob.pe con el 

objetivo de centralizar de manera similar a una mesa de partes virtual única los 

documentos que ingresen a la institución. 

 

De manera complementaria, el artículo 6 de la Directiva refiere que, a fin de 

regularizar la presentación de los documentos por el medio de transmisión a 

http://www.indecopi.gob.pe/
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distancia, estos deberán ser presentados físicamente por el administrado, con todos 

sus anexos si los hubiere, ante la Unidad de Trámite Documentario del Indecopi de 

la circunscripción territorial que corresponda, dentro del plazo de tres (3) días 

hábiles siguientes al envío de dichos documentos por el medio de transmisión a 

distancia. En dicha oportunidad, el administrado también deberá presentar un 

ejemplar impreso del acuse de recibo respectivo. 

 

Asimismo, señala que para que proceda la regularización de la presentación de los 

documentos a través del medio de transmisión a distancia, la versión física de los 

mismos deberá contener la misma información presentada en versión digital. Una 

vez efectuada dicha regularización, los documentos se tendrán por recibidos en la 

fecha de su presentación por el medio de transmisión a distancia. De no 

regularizarse la presentación de los documentos ante la respectiva Unidad de 

Trámite Documentario del Indecopi y en los términos indicados en los párrafos 

precedentes, los documentos se tendrán por no presentados. 

 

III. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS Y 

LOS PROBLEMAS JURÍDICOS IDENTIFICADOS. 

 

A. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LOS PROBLEMAS JURÍDICOS 

IDENTIFICADOS 

 

1. Sobre la legitimidad para obrar pasiva del fabricante del equipo celular, en 

virtud al pedido formulado por la denunciada. 

 

Conforme se podía advertir de los actuados procedimentales obrantes en el 

expediente, la denunciada solicitó a la primera instancia la inclusión de oficio del 

fabricante del equipo celular materia de controversia; no obstante, el ORPS denegó 

su pedido dada la falta de legitimidad para obrar pasiva de del fabricante, 

argumentando que no se advertía una relación de consumo directa o indirecta 

existente entre el fabricante del equipo celular y el señor B.F.C. 

 

Sobre el particular, corresponde precisar que, contrario a lo asumido por la primera 

instancia, sí se advierte la existencia de una relación de consumo indirecta entre el 
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señor B.F.C. y el fabricante del equipo celular, pues, este último tenía la calidad de 

fabricante del equipo celular materia de controversia; por tanto, dicha empresa era 

responsable también por la puesta a disposición (distribución) de un equipo celular 

idóneo, conforme a las características ofrecidas en el mercado. 

 

Ahora, de la revisión de la denuncia formulada por el señor B.F.C., tan solo se 

advierte que su cuestionamiento a la presunta infracción al deber de idoneidad 

recaía en la Empresa de Telefonía, pues esta es la que le había vendido directamente 

el equipo celular, lo cual se encontraba acreditado con la Factura Electrónica F010 

– 00000290 del 29 de agosto de 2015. 

 

En suma, según lo señalado en el desarrollado de la identificación del problema, la 

Autoridad Administrativa puede encauzar el procedimiento incluyendo de oficio a 

proveedores que estuvieron en una etapa de la cadena de puesta a disposición del 

referido producto; sin embargo, este no lo hizo  en la presente denuncia, ya que esta 

solo se orientó a la Empresa de Telefonía, el cual  era responsable por la venta de 

un producto (equipo celular) que presentaba varios desperfectos, siendo que, pese 

a los reiterativos cambios de productos, este defecto aún persistía. 

 

2. Sobre la insuficiente imputación efectuada por el ORPS sobre los hechos 

denunciados por el señor B.F.C. 

De la lectura de la denuncia formulada por el señor B.F.C. el 4 de noviembre de 

2015, se puede apreciar que el referido consumidor cuestionó: (i) la puesta a 

disposición por parte de la denunciada de un equipo celular no idóneo; y, (ii) la 

negativa injustificada de la denunciada referente al pedido que realizó en la carta 

del 29 de octubre de 2015; no obstante, de la lectura de la Resolución N° 1 del  23 

de febrero de 2016, el ORPS imputó como único hecho denunciado que la Empresa 

de Telefonía habría ofrecido al denunciante un equipo celular de la misma marca y 

modelo, pese a que el primer y segundo equipo celular que le otorgaron presentaban 

fallas en su funcionamiento, calificándola como una presunta infracción del artículo 

19° del Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

 

Como puede apreciarse, desde un inicio del procedimiento administrativo 

sancionador, el denunciante no cuestionó el ofrecimiento efectuado por la 
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denunciada de un equipo celular de la misma marca o modelo, puesto que ello era 

la consecuencia de la puesta a disposición de un producto no idóneo; por el 

contrario, su denuncia versaba sobre la referida puesta a disposición de un equipo 

celular que presentaba distintos desperfectos o fallas en su funcionamiento, así 

como la negativa injustificada de la denunciada frente a su solicitud de cambio de 

producto por un celular de otra marca distinta a la adquirida. 

 

Sobre el particular, conviene reiterar que el Principio de Congruencia se sustenta 

en el deber de la Administración de emitir un pronunciamiento respecto de todos 

los planteamientos formulados por los administrados, sea para acogerlos o 

desestimarlos, de modo tal que mediante la resolución que decida sobre dicha 

pretensión la Administración emita íntegramente opinión sobre la petición concreta 

de los administrados. 

 

En esa línea, el ORPS debió imputar y pronunciarse sobre todos los hechos 

cuestionados por el señor B.F.C. en su denuncia, a efectos de no generarle 

indefensión y vulnerar el debido procedimiento recogido en la norma. Pues, el 

hecho de que no recogiera la mencionada imputación connotaba que: (a) el 

denunciante tuviera que interponer una nueva denuncia, pagando nuevamente una 

tasa administrativa por ello; y, (b) la conducta infractora cuestionada pudiera 

prescribir, esto es, que transcurrieran más de dos (2) años desde la ocurrencia de la 

misma. 

3. Sobre el análisis efectuado por la Comisión sobre la sanción impuesta a la 

denunciada por la infracción verificada. 

En primer lugar, resulta pertinente mencionar que la conducta acreditada por la 

Comisión se encuentra referida a que la denunciada no cumplió con aplicar la 

garantía del equipo celular adquirido por el interesado en los términos ofrecidos. 

 

Para graduar esta sanción, el ORPS utilizó los siguientes criterios: (a) el daño 

resultante de la infracción; (b) los efectos en el mercado; y, (c) la probabilidad de 

detección de la infracción, los cuales se encontraban debidamente sustentados; no 

obstante, pese a ello, al momento de efectuar el análisis de graduación de la multa, 

la segunda instancia no tomó en consideración el escrito presentado por la Empresa 
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de Telefonía, a través del cual la proveedora denunciada ofreció al denunciante una 

propuesta conciliatoria. 

 

En primer lugar, es pertinente acotar que los criterios y/o elementos establecidos y 

desarrollados por la Administración Pública deben guardar plena armonía con los 

principios administrativos establecidos en la normativa sobre procedimientos 

administrativos y/o sancionadores, tales como el de Razonabilidad, 

Proporcionalidad y Predictibilidad. 

 

Ahora, de la revisión de los actuados procedimentales, se advierte que la denunciada 

a través de su escrito presentado el 22 de julio de 2016, ofreció al denunciante como 

propuesta conciliatoria la anulación de la venta del equipo de celular materia de 

denuncia, la cual fue trasladada a la parte denunciante en su oportunidad; sin 

embargo, de la lectura de la resolución final efectuada por la Comisión, no se 

aprecia ninguna razón por la cual dicha propuesta conciliatoria no podía ser 

considerada como un factor atenuante de la multa, más aún si es que el artículo 112° 

del Código de Protección y Defensa del Consumidor lo establecía expresamente, 

vulnerándose así el derecho de motivación de la resolución y al debido 

procedimiento.  

 

Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, corresponde mencionar que, en virtud 

del recurso de revisión formulado por la denunciada, mediante Resolución N° 4542-

2016/SPC-INDECOPI del 29 de noviembre de 2016, la Sala declaró la nulidad 

parcial de la resolución de segunda instancia, en el extremo que sancionó a la 

Empresa de Telefonía con una multa de 1 UIT. En consecuencia y de modo 

posterior, con Resolución N° 599-2017/CC2 del 10 de abril de 2017, la Comisión 

sancionó a la denunciada con una amonestación por la infracción al artículo 19 del 

Código de Protección y Defensa al Consumidor, basando su decisión en la 

aplicación de criterios de graduación fundamentados y el factor de atenuación 

correspondiente. 

 

4. Sobre la supuesta improcedencia del recurso de revisión formulado por la 

denunciada el 8 de septiembre de 2016. 



23 
 

Con Resolución N° 1375-2016/CC2 del 23 de agosto de 2016, la Comisión declaró 

fundada la denuncia formulada en contra de la Empresa de Telefonía, por infracción 

del artículo 19° del Código de Protección y Defensa al Consumidor, motivo por el 

cual la sancionó con una multa de 1 UIT por la conducta verificada. 

 

De la revisión del procedimiento administrativo, se advierte que dicha resolución 

fue notificada a la denunciada el 1 de setiembre de 2016 en el domicilio 

procedimental consignado por dicha administrada . Por tanto, el plazo otorgado de 

cinco (5) días hábiles para interponer, de considerarlo pertinente, su recurso de 

revisión pertinente vencía el 8 de setiembre de 2016. 

 

En base a ello, mediante Resolución N° 2 del 14 de septiembre de 2016, la Comisión 

denegó el recurso de revisión formulado por la denunciada, en la medida que el 

recurso de revisión fue presentado de manera extemporánea (a su consideración, el 

9 de septiembre de 2016). No obstante, dicha administrada había presentado su 

escrito el 8 de septiembre de 2016 a través de la plataforma del Indecopi (mesa de 

partes virtual), el cual había sido subsanado por la denunciada, conforme a lo 

establecido por la Directiva, con la presentación del mismo escrito de manera física 

en un plazo no mayor a tres (3) días hábiles desde su presentación en la plataforma 

virtual.  

 

En suma, pese a que es obligación de toda instancia administrativa verificar la 

recepción oportuna de los escritos presentados por los administrados, en el presente 

caso se aprecia que ello no fue así, en tanto la Comisión no actuó de manera 

diligente.  

 

Sin perjuicio de lo anteriormente expuesto, cabe mencionar que mediante 

Resolución N° 3 del 23 de septiembre de 2016, la Comisión dejó sin efecto la 

resolución mencionada con anterioridad; y, en consecuencia, concedió el recurso 

de revisión interpuesto por la denunciada. 

 

B. POSICIÓN FUNDAMENTADA SOBRE LAS RESOLUCIONES EMITIDAS 

 

1. Sobre la Resolución N° 373-2016/PS1 del 18 de mayo de 2016. 
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Respecto a dicha resolución, no me encuentro conforme con lo resuelto por el 

ORPS, en el extremo que declaró infundada la denuncia formulada por el señor 

B.F.C. contra la Empresa de Telefonía, al haberse acreditado que la proveedora 

denunciada brindó al denunciante el cambio de equipo de celular conforme a la 

garantía ofrecida por el fabricante. 

 

Ello, en la medida que, ante el cuestionamiento efectuado por el señor B.F.C., dicho 

consumidor presentó como medios probatorios, entre otros documentos, los 

siguientes: 

 

- La Factura Electrónica F010 – 00000290 del 29 de agosto de 2015, , mediante 

la cual se verificaba que el señor B.F.C. adquirió un equipo celular con una 

línea adicional . 

- Las Órdenes de Servicio Técnico, con las cuales se dejó constancia de los 

desperfectos sufridos en el equipo materia de denuncia, conforme se puede 

advertir en el siguiente cuadro: 

 

- La carta del 29 de octubre de 2015, remitida por el señor B.F.C. a la 

denunciada, a través de la cual manifestó su disconformidad con el producto 

que adquirió por las reiterativas fallas en su funcionamiento, motivo por el 

cual solicitaba el cambio de producto por un celular de otra marca, 

equiparable funcionalmente al adquirido.  
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Por lo cual, habiéndose verificado que el producto materia de controversia, en 

efecto, presentaba desperfectos en su funcionamiento, conforme a lo establecido en 

el artículo 104 del Código de Protección y Defensa al Consumidor, correspondía 

que la proveedora denunciada presentara medios probatorios que lo eximieran de 

responsabilidad acerca de la falta de idoneidad en el equipo celular adquirido por el 

consumidor, pudiendo dicha parte sustentar que dichos desperfectos fueron 

originados por el consumidor o por una causa no previsible por su representada. 

 

En esa línea, a efectos de acreditar su falta de responsabilidad, la denunciada 

presentó como medio de prueba el documento correspondiente a la garantía del 

producto adquirido por el señor B.F.C., incidiendo que, en base a ello, actuó de 

forma diligente ante los desperfectos presentados en el equipo celular. 

 

Ahora, si bien la denunciada alegó haber cumplido con las condiciones establecidas 

en la garantía del equipo celular materia de controversia; lo cierto es que ello no fue 

así, en tanto: (a) lo que un consumidor razonablemente esperaría de su proveedora 

es que esta le brindara un equipo celular idóneo a las características y 

funcionalidades informadas al momento de su adquisición, y no que, a los pocos 

días de adquirido el bien, este presentara múltiples desperfectos que lo hicieran 

acudir en varias oportunidades al servicio técnico de la denunciada; y, (b) conforme 

a lo ofrecido en la garantía, si el equipo celular durante la garantía vigente 

presentaba constantes fallas en su funcionamiento (desperfectos), correspondía que, 

a criterio del evaluador, se le entregara un equipo celular nuevo o la devolución de 

la suma pagada por el mismo.  

 

En virtud de lo anteriormente expuesto, no se aprecia que la denunciada haya 

brindado al señor B.F.C. la posibilidad de que se le devuelva la suma aportada por 

el producto defectuoso; por el contrario, en dos oportunidades le entregaron un 

nuevo equipo celular, pese a las constantes fallas que seguía presentando el 

producto. 

 

2. Sobre la Resolución N° 1375-2016/CC2 del 23 de agosto de 2016. 

Respecto a esta resolución, me encuentro conforme con lo resuelto por la Comisión, 

toda vez que dicha instancia revocó la resolución de la primera instancia declarando 
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fundada la denuncia interpuesta por el señor B.F.C. en contra de la Empresa de 

Telefonía, pues quedó acreditado que la proveedora denunciada no cumplió con 

aplicar la garantía del equipo celular adquirido por el interesado en los términos 

ofrecidos. 

 

Sobre el particular, resulta pertinente mencionar que Carbonell (2015) refiere que 

el deber de idoneidad consiste en: 

 

Entregar el producto o brindar el servicio en función de lo que espera recibir 

el consumidor razonable, quien espera lo que sabe del producto, en base a la 

información que tenía disponible (…). Por tanto, en el análisis de idoneidad 

corresponderá observar si el consumidor recibió lo que se esperaba sobre la 

base de lo que se le informó. (p. 142) 

 

En esa línea y conforme lo expuesto en el apartado precedente, no resultaba un 

hecho controvertido en el procedimiento que el equipo puesto a disposición por la 

denunciada no era idóneo, en tanto, este presentaba varios desperfectos en su 

funcionamiento, conforme se encontraba consignado en las Órdenes de Servicio 

Técnico, lo cual impedían que el consumidor pudiera darle un uso adecuado y 

previsible. 

 

Ante ello, pese a que la denunciada aseveró haber actuado de manera diligente 

conforme a lo señalado en la garantía del producto materia de controversia, lo cierto 

es que ello no fue así pues, de una lectura del referido documento, se desprende lo 

siguiente: “(…) Si durante el período de garantía, este producto no funciona bajo 

condiciones de uso y servicio normales, debido a fallas de diseño, material o 

fabricación, los distribuidores autorizados o los socios de servicio de el fabricante 

de celulares en el país o la región donde se compró el producto, repararán, 

reemplazarán el producto u ofrecerán un reembolso por el precio de compra, según 

su criterio, en conformidad con los términos y condiciones aquí estipulados”. 

 

Por tanto, al advertirse reiterativamente las mismas fallas técnicas en el segundo 

equipo celular, conforme a lo señalado anteriormente, correspondía que la 

denunciada procediera con reembolsar al denunciante la suma abonada por el 



27 
 

producto, en tanto, en un primer momento, ya había aplicado la reparación y 

reemplazo del equipo celular adquirido. 

 

3. Sobre la Resolución N° 4542-2016/SPC-INDECOPI del 29 de noviembre de 

2016. 

Respecto a esta resolución, me encuentro conforme con lo resuelto por la Sala, toda 

vez que declaró fundada el recurso de revisión formulado por la denunciada, por 

inaplicación del artículo IV literal 1.2 de la Ley 27444, Ley del Procedimiento 

Administrativo General (esto es, del principio al Debido Procedimiento). 

 

Así pues, de la revisión del análisis esbozado en la resolución de segunda instancia, 

respecto a la graduación de la sanción, se verificó que la Comisión no tuvo en 

consideración la propuesta conciliatoria realizada por la denunciada mediante 

escrito del 22 de julio de 2016. En ese sentido, la Autoridad Administrativa tenía la 

obligación de verificar la totalidad del contenido de los alegatos y/o medios 

probatorios aportados por las partes del procedimiento, más aún si es que estos 

podían connotar circunstancias especiales atenuantes y/o agravantes. 

 

4. Sobre la Resolución N° 599-2017/CC2 del 10 de abril de 2017. 

Respecto a esta resolución, me encuentro conforme con la sanción impuesta por la 

Comisión a la denunciada, debido a que la sancionó con una amonestación en virtud 

de las consideraciones desarrolladas en la resolución de la Sala. 

 

A mayor abundamiento, mediante Resolución N° 1375-2016/CC2 la Comisión 

sancionó a la denunciada con una multa de 1 UIT por no aplicar la garantía del 

equipo celular en los términos ofrecidos; no obstante, en tanto no consideró 

oportunamente la propuesta conciliatoria como una circunstancia especial 

atenuante de la sanción, la Sala declaró la nulidad de la referida resolución. Por tal 

motivo, con Resolución N° 599-2017/CC2, la Comisión efectuó un nuevo análisis 

tomando en cuenta dicha circunstancia atenuante, por lo que redujo la sanción 

impuesta de 1 UIT a una amonestación. 
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IV.  CONCLUSIONES  

 

Habiendo realizado el análisis del presente caso respecto del extremo analizado en 

ambas instancias administrativas, debo manifestar que me encuentro conforme con 

lo resuelto por la Comisión de Protección al Consumidor – Sede Central N° 2, toda 

vez que revocó lo resuelto por la primera instancia administrativa, declarando 

fundada la denuncia en contra de la Empresa de Telefonía. No obstante, respecto 

de la sanción impuesta a la denunciada, me encuentro conforme con lo desarrollado 

por la Sala Especializada en Protección al Consumidor, en tanto, al momento de 

graduar la sanción, la segunda instancia no tomó con consideración la propuesta 

conciliatoria presentada por la Empresa de Telefonía. 

 

Asimismo, debo manifestar lo siguiente: 

 

- La Autoridad Administrativa tiene la obligación de imputar y pronunciarse, 

respectivamente, sobre todos los hechos cuestionados por el denunciante a 

efectos de no vulnerar el principio de congruencia y el debido procedimiento. 

- A efectos de realizar el análisis sobre la responsabilidad o no de la proveedora 

denunciada en el hecho cuestionado, se debe previamente corroborar si es que 

el objeto materia de controversia no adolecía de alguna causal de 

improcedencia, tal como, por ejemplo, la falta de legitimidad para obrar. 

- La sanción impuesta por toda instancia administrativa debe ser congruente 

con la conducta infractora verificada y debidamente fundamentada, para lo 

cual la Autoridad Administrativa debe valorar todos los planteamientos y/o 

alegatos formulados por las partes del procedimiento. 

- Toda instancia administrativa debe cotejar la procedencia de los escritos, más 

aún si es que estos pudieron haber sido presentados a través de la plataforma 

de Indecopi (mesa de partes virtual); ello, con la finalidad de no vulnerar el 

derecho de defensa y el debido procedimiento.  
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FUENTES LEGALES: 

 

- Constitución Nacional del Perú de 1993. 

- Ley N° 29571, Código de Protección y Defensa del Consumidor. 

- Texto Único Ordenado de la Ley 27444, Ley del Procedimiento Administrativo 

General. 

- Decreto Legislativo 807, Facultades, normas y organización del Indecopi. 

- Directiva 006-2015/TRI-INDECOPI, Directiva que establece reglas aplicables 

para la recepción de documentos por medios de transmisión a distancia dirigidos 

a los órganos resolutivos del Indecopi. 

 

 

VI. ANEXOS 

- Resolución Final N° 1375-2016/CC2 de fecha 23 de agosto de 2016. 

- Resolución Final N°599-2017/CC2 de fecha 10 de abril de 2017. 

 

 








































